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SENTENCIA N.° 270-15-SEP-CC

CASO N.° 1945-11-EP

CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

El 6 de septiembre de 2011, el abogado Christian Molina Román, autorizado por
el doctor Wladimir López Erazo en su calidad de abogado de patrocinio (e) de la
Empresa Pública Petroecuador y apoderado del gerente general de la misma,
presentó acción extraordinaria de protección en contra del auto dictado el 5 de
agosto de 2011, porel Tribunal Arbitral de la Cámara de Comercio de Quito, que
resolvió negar la solicitud de revocatoria de la providencia emitida el 26 de julio
del 2011, en la cual dispuso que en virtud de la acción de nulidad de laudo
arbitral interpuesta, se realice el pago de la caución que la fijó en doscientos
cuarenta y cuatro mil setecientos setenta y uno 80/100 dólares de los Estados
Unidos de Norteamérica ( $ 244.771,80 USD), para suspender los efectos del
laudo arbitral.

La Secretaría General de la Corte Constitucional, para el período de transición, el
1 de noviembre de 2011, certificó que en referencia a la acción N.° 1945-11-EP,
no se ha presentado otra demanda con identidad de objeto y acción.

La Sala de Admisión de la Corte Constitucional, para el período de transición,
conformada por los jueces constitucionales Patricio Pazmiño Freiré, Alfonso Luz
Yunes y Nina Pacari Vega, el 7 de diciembre de 2011, avocó conocimiento de la
causa N.° 1945-11-EP y dispuso que el accionante aclare y complete su demanda

e conformidad con el artículo 61 numeral 5 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, esto es, que justifique
argumentadamente el derecho constitucional vulnerado y su relación con la
acción u omisión de la autoridad judicial. Dicha disposición fue cumplida por el
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accionante el 18 de enero de 2012, según consta el escrito de aclaración,
conforme consta de fojas 13 a 17 del expediente constitucional.

La Sala de Admisión de la Corte Constitucional, para el período de transición,
conformada por los jueces constitucionales Patricio Pazmiño Freiré, Edgar Zarate
Zarate y Manuel Viteri Olvera, mediante auto del 27 de abril de 2012, admitió a
trámite la acción extraordinaria de protección N.° 1945-11-EP, y dispuso que se
proceda con el sorteo correspondiente para la sustanciación.

El 12 de junio de 2012, mediante memorando N.° 086-CC-SA-SG, la Secretaría
General de la Corte Constitucional, remitió a la jueza constitucional Ruth Seni
Pinoargote, los casos sorteados por el Pleno del Organismo entre los que
constaba el caso N.° 1945-11-EP.

El 6 de noviembre de 2012, se posesionaron ante el Pleno de la Asamblea
Nacional los jueces de la Primera Corte Constitucional, integrada conforme lo
dispuesto en los artículos 432 y 434 de la Constitución de la República.

En sesión del Pleno del Organismo, el 3 de enero de 2013, se efectuó el sorteo de
la causa, correspondiéndole la sustanciación de la misma a la jueza constitucional
Tatiana Ordeñana Sierra. Para el efecto, la Secretaría General de la Corte
Constitucional, mediante memorando N.° 021-CCE-SG-SUS-2013 del 11 de
enero de 2013, remitió el expediente constitucional N.° 1945-11-EP, al despacho
de la jueza sustanciadora.

Mediante providencia dictada el 29 de enero de 2014, la jueza constitucional
Tatiana Ordeñana Sierra avocó conocimiento de la presente causa y dispuso que
se notifique con el contenido de la demanda de acción extraordinaria de
protección N.° 1945-11-EP, a los miembros del Tribunal Arbitral de la Cámara
de Comercio de Quito con la finalidad de que en el plazo de 5 días, presenten un
informe de descargo debidamente motivado sobre los argumentos que
fundamentan la demanda.

Antecedentes fácticos

Petrocomercial -ahora, Petroecuador- y la empresa Terminal Aeroportuaria de
Guayaquil S. A. (en adelante, TAGSA) firmaron los contratos N.° 2006019 y
2006020. En razón del primer contrato (N.° 2006019), firmado el 3 de marzo de
2006, pero vigente desde el 28 de noviembre de 2005, TAGSA se comprometió a
recibir en depósito, combustibles para aviación dentro de las instalaciones del
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Aeropuerto Internacional Simón Bolívar de la ciudad de Guayaquil y luego
entregarlos a las comercializadoras de combustibles de aviación calificadas por la
Dirección Nacional de Hidrocarburos para su despacho a las aeronaves que
utilizaren en el aeropuerto.

En el contrato N.°2006020 (segundo contrato) celebrado el 3 de marzo de 2006 y
con vigencia de dos años contados a partir del 28 de noviembre de 2005,
Petrocomercial se obligó a pagar a TAGSA, siete centavos de dólar por cada
galón de combustible almacenado y un centavo de dólar por cada galón
entregado en las comercializadores en las aeronaves que estas designen.

En ambos contratos, se pactó arbitraje en derecho ante el Centro de Arbitraje de
la Cámara de Comercio de Quito, conforme consta de las clausulas arbitrales
contenidas en los contratos en mención.

En virtud de los contratos, Petrocomercial, el 3 de marzo de 2010, notificó a
TAGSA con la solicitud de cancelación de novecientos setenta y cuatro mil
setecientos noventa y ocho 12/100 dólares de los Estados Unidos de
Norteamérica ( $ 974.798,12 USD) correspondiente a mermas no permisibles,
con fundamento en la cláusula novena del contrato N.° 2006019 según el cual, se
tomaría en cuenta los volúmenes consignados en las guías de remisión o
transferencias desde los terminales o centro de despacho consignados por
Petrocomercial, adicionalmente, la cláusula décima señala que las mermas serán
canceladas por TAGSA, por lo cual, Petrocomercial emitió las facturas
respectivas.

Frente a estos acontecimientos, TAGSA presentó una demanda arbitral el 11 de
marzo de 2010, manifestando que de conformidad con las cláusulas sexta y
octava se realizaba aforo de los tanques en presencia y con la participación de los
funcionarios de Petrocomercial, TAGSA, la DGAC/Ecuafuel y la Dirección
Nacional de Hidrocarburos, para determinar la cantidad que efectivamente es
recibida en los tanques de almacenamiento del aeropuerto por TAGSA, ya que
las cantidades correspondientes desde los patios de despacho de Petrocomercial
hasta llegar al aeropuerto de Guayaquil son mermas que se producen en el
despacho y que surgen por los transportistas de los combustibles en las vías

íblicas, que no son imputables a TAGSA.

El 7 de julio de 2011, el Tribunal Arbitral de la Cámara de Comercio de Quito
emitió el laudo arbitral en el cual resolvió que TAGSA no es deudora de las
facturas emitidas por Petrocomercial, en razón de que no se ha demostrado en el
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proceso que las obligaciones a que se refieren las mencionadas facturas, se
originen en mermas de aerocombustibles ocurridas en el centro de distribución de
combustibles del aeropuerto "Simón Bolívar" de la ciudad de Guayaquil.

De este laudo arbitral, el 21 de julio de 2011, el doctor Wladimir López Erazo en
calidad de coordinador de patrocinio (e) de la EP Petroecuador y apoderado del
gerente general de la misma, presentó la acción de nulidad del laudo arbitral y de
la misma forma, el 22 de julio de 2011, formuló la misma acción la Procuraduría
General del Estado.

Así pues, mediante auto dictado el 26 de julio de 2011, el Tribunal Arbitral de la
Cámara de Comercio de Quito, en virtud de los recursos presentados fijó la
caución en doscientos cuarenta y cuatro mil setecientos setenta y uno 80/100
DÓLARES DE LOS Estados Unidos de Norteamérica ( $ 244.771,80 USD), de
conformidad con el artículo 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación con la finalidad
de suspender los efectos del laudo. De ahí que el 3 de agosto de 2011, el abogado
Christian Molina Román, debidamente autorizado por parte de Petroecuador,
presentó una solicitud de revocatoria del auto del 26 de julio de 2011,
considerando que el fijar el 25,10% como caución es excesiva frente a otros casos
en que la caución no ha superado el 10%, que respecto al caso en concreto se
calcula del monto de las mermas imputables a TAGSA.

Al respecto, el 5 de agosto de 2011, los miembros del Tribunal Arbitral de la
Cámara de Comercio de Quito ratificaron en todos sus términos la caución fijada
por considerar que se estimó los posibles daños derivados de la demora en la
ejecución del laudo arbitral, tomando en cuenta la tasa de interés legal establecida
por el Banco Central del Ecuador para el mes de julio de 2011 y que fue de 8.33%
calculado sobre el valor de novecientos setenta y cuatro mil setecientos noventa
y ocho 12/100 DÓLARES de los Estados Unidos de Norteamérica ( $ 974,798.12
USD), sobre un período de 36 meses y no de 18 meses, solamente el período más
amplio comprendería el estimado para resolver la acción de nulidad más 18 meses
adicionales, porque se interponen contra las sentencia de la Corte Superior de
Justicia. Ante esta decisión, el 6 de septiembre de 2011, la empresa pública
Petroecuador interpuso acción extraordinaria de protección.

Decisión judicial impugnada

La decisión judicial impugnada es el auto dictado el 5 de agosto de 2011, por el
Tribunal de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Quito, el cual, en su parte
pertinente, establece lo siguiente:
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(...) el Tribunal considera y resuelve: 2.1. Que el monto de lacaución de US$244.711.80
fue establecido tomando como base el valor total del adeudo a la compañía Tagsa s.a. que
es de US$974,798.14- Por ello, y sobre la base de su atribución establecida en el Art. 31
de la Ley de Arbitraje y Mediación, este Tribunal ha estimado que los perjuicios que
soportaría la compañía TERMINAL AEROPORTUARIA DE GUAYAQUIL TAGSA
S.A. por la demora en el reintegro de los valores adeudados, corresponderían al costo
financiero de dicho valor, criterio que se ha aplicado no solamente en el caso que refirió
EP PETROECUADOR en el escrito que se manda agregar, sino en un sinnúmero de otros
caso. Por ello, el Tribunal Arbitral mantiene tal criterio, difiriendo en el tipo de interés
aplicable y, en el tiempo respecto del cual debe ser calculado ese interés. 2.2 Que para
estimar losposibles daños derivados de la demora en la ejecución del laudo arbitral, se ha
tomado la tasa de interés legal establecida por el Banco Central del Ecuador para el mes
dejulio de 2011 y que fue del 8.22%, calculado sobre el valor de $ 974.798.14, sobre un
período de 36 meses y no de 18 meses solamente. El período más amplio comprendería el
estimado para resolver laacción de nulidad, (tomando encuenta los registro del Centro de
Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio de Quito que establece esepromedio de
un año y medio), más 18 meses adicionales por cuanto se ha reiterado una práctica de
interponer, contra las sentencia de la Corte Superior, recursos de casación y,
posteriormente, acción de protección ante el Tribunal Constitucional (...) 3.- La
accionante de la nulidad consignará en el término improrrogable de tres días, la caución
señalada por este Tribunal, bajo prevenciones del Art. 31 de la Ley de Arbitraje y
Mediación, puesto que, de no hacerlo, se remitirá el proceso a la Corte Provincial de
Justicia, sin orden de suspensión de laudo arbitral (...).

De la solicitud y sus argumentos

El demandante, abogado Christian Molina Román, autorizado por el doctor
Wladimir López Erazo en su calidad de abogado de patrocinio (e) de la empresa
pública, EP Petroecuador y apoderado del gerente general de la misma, presentó
el 6 de septiembre de 2011, acción extraordinaria de protección en contra del
auto dictado el 5 de agosto de 2011, por el Tribunal Arbitral de la Cámara de
Comercio de Quito, que resolvió negar la solicitud de revocatoria de la
providencia emitida el 26 de julio del 2011, en la cual dispuso que en virtud de la
acción de nulidad de laudo arbitral interpuesta, se realice el pago de la caución
que la fijó en doscientos cuarenta y cuatro mil setecientos setenta y uno
80/100 DÓLARES de los Estados Unidos de Norteamérica ( $ 244.771,80 USD),
para suspender los efectos del laudo arbitral.

El accionante en lo principal, manifiesta que:

(...) la providencia impugnada -del 5 de agosto del 2011, las 8H30 y notificada el 11 de
agosto de 2011- tiene fuerza de auto y se encuentra ejecutoriada. La misma viola
garantías establecidas en la constitución y el debido proceso (...) Ya que como se
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demostró en solicitud de revocatoria en casossimilares Tribunales Arbitrales constituidos
incluso con miembros del Tribunal Arbitral de la referencia imponen cauciones inferiores
y sobre todo motivadas, más para este caso se establece una caución sin motivación
alguna que en algunos casos duplica y en otros hasta triplica el criterio usado para casos
análogos (...) Falta de motivación, esta garantía del debido proceso, la cual de ser
inobservada anula lo actuado, esta constituye el derecho que todos los administrados
tienen de conocer las razones legales que ordenaros (sic) lógicamente los hechos con el
derecho y este no debe ser únicamente para el fuero interno de quien decide. Muy por el
contrario este debe ser expreso y publico al interesado ya lasociedad (...).

Así también, en su escrito del 18 de enero de 2012, que obra de fojas 13 a la 17
del expediente constitucional en donde aclara ycompleta la demanda, señala que:
"(...) el actual marco constitucional del Ecuador, nos garantiza la aplicación de
las normas constitucionales y en especial el respeto a los derechos
fundamentales, para que estos sean de aplicación inmediata, con el carácter de
global y general, especialmente con relación a sus efectos, y de ello todos,
incluido los Jueces; deben mantener una verdadera armonía sin contradecir
normas expresas, en beneficio obvio de la seguridad jurídica que es propia o
singular de la misma sociedad, y que no se puede contravenir los principios
constitucionales (...)".

El legitimado activo establece que el auto impugnado, vulneró su derecho al
debido proceso al considerar que el Tribunal de Arbitraje de la Cámara de
Comercio de Quito no motivó suficientemente al momento de determinar el
monto de la caución ordenada, considerando a su vez que dicha decisión vulnera
su derecho a la seguridad jurídica, derechos constantes en los artículos 76
numeral 7 literal 1y 82 de la Constitución de la República.

Pretensión concreta

En virtud de lo expuesto, el legitimado activo solicita que: "(•••) se declare la
existencia de vulneración de los derechos fundamentales anteriormente referidos
(...) que se declare la falta de competencia del Tribunal Arbitral, por lo siguiente:
a) No existe el pronunciamiento favorable previo de la Procuraduría General del
Estado para someter a arbitraje la controversia de acuerdo al Art. 190 de la
Constitución de la República del Ecuador (...)".
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Contestación a la demanda

Miembros del Tribunal Arbitral de la Cámara de Comercio de Quito

Los miembros del Tribunal Arbitral de la Cámara de Comercio de Quito en
calidad de legitimados pasivos, no han remitido el informe requerido en
providencia del 29 de octubre de 2014, pese a haber sido notificados legal y
oportunamente.

De los terceros interesados

Comparece al proceso, mediante escrito presentado el 8 de noviembre de 2011,
que obra de fojas 5 a la 7 del expediente constitucional, el general en servicio
pasivo Ángel Córdova Carrera en calidad de gerente general de la compañía
Terminal Aeroportuaria de Guayaquil S. A. (en adelante TAGSA), en el cual
manifiesta que la caución es fijada para proteger los derechos de la parte que
sufre las consecuencias de la acción de nulidad, porque se demoraría la ejecución
del laudo.

Considera que el deseo de la empresa pública Petroecuador (en adelante
Petroecuador) es dilatar, retrasar, impedir y retardar el trámite de la acción de
nulidad en un acto sin sentido común que ofende el derecho y que a pesar de
haber deducido acción de nulidad, interpone acción extraordinaria de protección,
por lo cual manifiesta que de conformidad con el artículo 11 del Código Civil
renuncia al derecho de recibir la caución del artículo 31 de la Ley de Arbitraje y
Mediación, por lo cual solicitó disponer que inmediatamente se rechace la acción
extraordinaria de protección.

Sin embargo, de acuerdo al contenido del escrito del 18 de enero de 2012,
mediante el cual el representante de EP Petroecuador completó y aclaró la
demanda de acción extraordinaria de protección, se señaló de manera adicional,
la vulneración del derecho a la seguridad jurídica, contemplado en el artículo 82
de la Constitución de la República en relación con el artículo 190 de la misma
Norma Suprema; así, el gerente general de TAGSA en escrito del 7 de mayo de
2012, que obra de fojas 26 a la 28 del expediente constitucional, señaló que en
virtud de la modificación de los fundamentos utilizados al deducir la acción
extraordinaria de protección, dicha acción sigue siendo inviable en tanto no ha
sustentado de forma apropiada cuáles derechos constitucionales son los
vulnerados, y además porque consideró que no se agotó la acción de nulidad
porque sigue pendiente su trámite; y, adicionalmente señaló que la acción
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extraordinaria de protección fue interpuesta en forma extemporánea. En virtud de
aquello solicitó se deseche la acción deducida.

Procuraduría General del Estado

El 7 de noviembre de 2014, el señor Marcos Arteaga Valenzuela, director
nacional de Patrocinio, delegado del procurador general del Estado, señaló,
mediante escrito, el casillero constitucional N.° 18 para futuras notificaciones en
la presente causa.

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE
CONSTITUCIONAL

Competencia

La Corte Constitucional es competente para conocer y pronunciarse sobre las
acciones extraordinarias de protección contra sentencias, autos definitivos y
resoluciones con fuerza de sentencia en concordancia con lo previsto en los
artículos 94 y 437 de la Constitución de la República, el artículo 58 y siguientes
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y el
artículo 35 del Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la
Corte Constitucional.

Legitimación activa

El accionante se encuentra legitimado para interponer la presente acción
extraordinaria de protección en virtud de cumplir con los requerimientos
establecidos en el artículo 437 de la Constitución de la República, en
concordancia con el artículo 439 ibídem, que establece que las acciones
constitucionales podrán ser presentadas por cualquier ciudadana o ciudadano
individual o colectivamente, y el artículo 59 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional.

Análisis constitucional

Naturaleza de la acción extraordinaria de protección

La acción extraordinaria de protección procede en contra de sentencias, autos en
firme o ejecutoriados y resoluciones judiciales que pongan fin al proceso; en
esencia, este máximo organismo de justicia, interpretación y control
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constitucional, por medio de esta acción excepcional se pronunciará respecto a
dos cuestiones principales: la vulneración de derechos constitucionales o la
transgresión de normas del debido proceso.

La Corte Constitucional, para el período de transición, respecto a esta garantía
jurisdiccional estableció previamente que:

(...) La acción extraordinaria de protección se incorporó para tutelar, proteger y remediar
las situaciones que devengan de los errores de los jueces, (...) que resulta nueva en la
legislación constitucional del país y que responde, sin duda alguna, al anhelo de la
sociedad que busca protección efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses,
puesto que así losjueces ordinarios, cuya labor de manera general radica en la aplicación
del derecho común, tendrían un control que deviene de jueces constitucionales en el más
alto nivel, cuya labor se centraría a verificar que dichos jueces, en la tramitación de las
causas, hayan observado las normas del debido proceso, la seguridad jurídica y otros
derechos constitucionales, en usodel principio de la supremacía constitucional (...)'.

En este contexto, la acción extraordinaria de protección se origina como un
mecanismo de control respecto a la constitucionalidad de las actuaciones de los
órganos judiciales; en lo que compete al presente caso, a la actuación de los
miembros del Tribunal Arbitral de la Cámara de Comercio de Quito, cuya
decisión judicial se impugna, quienes en ejercicio de la potestad jurisdiccional,
conferida constitucional y legalmente, administran justicia y por ende, se
encuentran llamados a asegurar que el sistema procesal sea un medio para la
realización de la justicia y hacer efectivas las garantías del debido proceso.

En tal virtud, la Corte Constitucional como máximo órgano de control,
interpretación y administración de justicia en materia constitucional, en razón de
lo prescrito en el artículo 429 de la Constitución de la República, en el trámite de
una acción extraordinaria de protección, debe constatar que efectivamente, las
sentencias, autos y resoluciones con fuerza de sentencia se encuentren firmes o
ejecutoriados y que durante el juzgamiento, no se haya vulnerado por acción u
omisión, el derecho constitucional al debido proceso u otro derecho consagrado
en la Carta Magna.

Finalmente, esta Corte considera oportuno recordar que la acción extraordinaria
protección no es una "instancia adicional", es decir, a partir de ella no se

puede pretender el análisis de asuntos de mera legalidad propios e inherentes de
la justicia ordinaria. En virtud de ello, no se puede entrar a analizar, menos aún

1 Sentencia de la Corte Constitucional del Ecuador, para el periodo de transición, N.(> 067-10-SEP-CC, caso N.° 0945-09-EP,
publicado en el Registro Oficial Suplemento N."364 de 17 de enero de 2011.
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resolver, cuestiones eminentemente legales. El objeto de su análisis debe estar
dirigido directamente a la presunta transgresión de derechos constitucionales y
normas del debido proceso en el curso de la decisión impugnada.

Determinación de los problemas jurídicos para la resolución del caso

Con las consideraciones anotadas y los elementos fácticos que se desprenden de
la demanda de acción extraordinaria de protección, la Corte Constitucional
sistematizará el análisis del caso concreto a partir de la formulación y solución de
los siguientes problemas jurídicos:

1. El auto dictado el 5 de agosto de 2011, por los miembros del Tribunal
Arbitral de la Cámara de Comercio de Quito, ¿vulnera el derecho
constitucional al debido proceso en la garantía de la motivación
establecido en el artículo 76 numeral 7 literal 1 de la Constitución de la
República?

2. El auto dictado el 5 de agosto de 2011, por los miembros del Tribunal
Arbitral de la Cámara de Comercio de Quito, ¿vulnera el derecho
constitucional a la seguridad jurídica establecido en el artículo 82 de la
Constitución de la República?

Argumentos de la Corte Constitucional en torno a los problemas jurídicos

1. El auto dictado el 5 de agosto de 2011, por los miembros del Tribunal
Arbitral de la Cámara de Comercio de Quito, ¿vulnera el derecho
constitucional al debido proceso en la garantía de la motivación
establecido en el artículo 76 numeral 7 literal 1 de la Constitución de la
República?

Antes de entrar al análisis del problema jurídico, es necesario estimar algunas
consideraciones en cuanto al derecho al debido proceso, tomando en cuenta que
la Corte Constitucional ha establecido que el artículo 76 de la Constitución de la
República, consagra un amplio catálogo de garantías que configuran el mismo, el
cual consiste en: "(•••) un mínimo de presupuestos y condiciones para tramitar
adecuadamente un procedimiento y asegurar condiciones mínimas para la
defensa, constituyendo además una concreta disposición desde el ingreso al
proceso y durante el transcurso de toda la instancia, para concluir con una
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decisión adecuadamente motivada que encuentre concreción en la ejecución de lo
dispuesto por los jueces (...)"2 .

Así también, esta Corte ha establecido sobre el referido derecho lo siguiente:

(...) se convierte en un pilar fundamental para la defensa de los derechos de las personas
que intervienen dentro de un juicio; alrededor de este se articulan una serie de principios
y garantías básicas que conllevan a una correcta administración de justicia, conforme se
encuentra determinado en el artículo 76de la Constitución de la República, que a lo largo
de 7 numerales consagra la importancia de este proceso constitucional aplicado a todo
proceso judicial (...)\

En ese sentido, el debido proceso se muestra como un conjunto de garantías con
las cuales se pretende que el desarrollo de las actividades en el ámbito judicial o
administrativo, esté sujeto a reglas mínimas con el fin de proteger los derechos
garantizados por la Norma Constitucional, constituyéndose este en un límite a la
actuación discrecional de los jueces.

De esta forma, no es sino aquel proceso que cumple con las garantías básicas
establecidas en la Constitución en el cual, las partes procesales ejerzan de forma
efectiva el derecho a la defensa dentro de un proceso justo, el que confluya
finalmente en el derecho de las personas a obtener una resolución de fondo,
basada en derecho4.

Dentro de esta serie de garantías, establecidas en el artículo 76 de la
Constitución, las cuales conforman el debido proceso, encontramos en el numeral
7 literal 1el deber de motivar toda resolución que emane de los poderes públicos
y en caso de no estar debidamente motivadas dichas resoluciones, serán
consideradas nulas5.

En armonía con la Norma Constitucional ut supra, el artículo 4 numerales 9 y 10
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional
determina que la justicia constitucional se fundamenta en los siguientes
principios:

2CorteConstitucional del Ecuador, sentencia N.° 200-12-SEP-CC, caso N.°0329-12-EP.
3Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 180-14-SEP-CC, caso N.° 1585-13-EP.
4Corte Constitucional delEcuador, para el período de transición, sentencia N." 0034-09-SEP-CC, casoN. "0422-09-EP.
5Constitución de la República del Ecuador, Artículo 76, numeral 7, literal I): Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser
motivadas. Nohabrá motivación si en la resolución nose enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y nose explica
la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Losactos administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren
debidamente motivados se considerarán nulos. I.as servidoras o servidores responsables serán sancionados.

Av. 12 de Octubre NI6-

www.corteconstitucional.gob.ee
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Art. 4.- (...) 9. Motivación.- La jueza o juez tiene la obligación de fundamentar
adecuadamente sus decisiones a partir de las reglas y principios que rigen la
argumentación jurídica. En particular, tiene la obligación de pronunciarse sobre los
argumentos y razones relevantes expuestas durante el proceso por las partes y los demás
intervinientes en el proceso. 10. Comprensión efectiva.- Con la finalidad de acercar la
comprensión efectiva de sus resoluciones a la ciudadanía, la jueza o juez deberá redactar
sus sentencias de forma clara, concreta, inteligible, asequible y sintética, incluyendo las
cuestiones de hecho y derecho planteadas y el razonamiento seguido para tomar la
decisión que adopte (...).

En aquel sentido, se colige que la motivación implica la explicación ordenada de
las razones que llevan a la autoridad judicial a emitir una decisión. Por tal razón,
la motivación constituye la mayor garantía para una correcta administración de
justicia dentro de un Estado constitucional de derechos como es el nuestro.

En cuanto a esta garantía, la Corte ha sostenido que:

(...) la motivación impone al juez el deber de expresar en la sentencia los fundamentos de
hecho y de derecho que sustentan lo decidido. Esta exigenciapersigue una doble finalidad
por una parte, controlar la arbitrariedad del sentenciador, pues le impone justificar el
razonamiento lógico que siguió para establecer una conclusión y además, garantizar el
legítimo derecho de defensa de las partes, considerando que estas requieren conocer los
motivos de la decisión para determinarsi están conformes con ella (...)6.

En ese sentido, la motivación se configura como la piedra angular de las
decisiones judiciales, ya que gracias a la justificación racional y lógica que
realiza el juzgador en la fundamentación de sus fallos, esta se transforma en un
filtro contra la arbitrariedad, garantizando a su vez el derecho a la defensa de las
partes, al permitirles conocer certeramente los motivos por los cuales se toma la
resolución en cuestión.

Por lo tanto, la motivación no consiste únicamente en el anuncio de hechos,
normas y su confrontación sino que debe sustentarse, bajo parámetros que
permitan evidenciar la utilización de la lógica y la argumentación jurídica y que
las partes, y el auditorio social en general, adviertan que la decisión adoptada ha
sido fruto de un verdadero ejercicio intelectivo7.

Ahora bien, el accionante manifiesta que los miembros del Tribunal Arbitral de
la Cámara de Comercio de Quito dictaron el auto del 5 de agosto de 2011,
vulnerando el derecho constitucional a la motivación en tanto, el señalado auto

6 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 203-14-SEP-CC, caso N.° 0498-12-EP.
7Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 076-13-SEP-CC, caso N.° 1242-10-EP.
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ratificó la caución fijada en el auto del 26 de julio de 2011, cuya finalidad es
suspender los efectos del laudo arbitral por la interposición de la acción de
nulidad en los términos de la Ley de Arbitraje y Mediación. Por lo cual se
procederá a analizar los criterios que debe cumplir una decisión judicial, para que
se considere debidamente motivada.

Es así que la motivación, como garantía del debido proceso, contiene tres
criterios para su cumplimiento efectivo que deben verificarse: 1) Razonabilidad;
2) Lógica y, 3) Comprensibilidad. En relación a estos, esta Corte Constitucional
ha señalado previamente lo siguiente:

(...) la razonabilidad implica que la decisión se encuentre fundada en normas
constitucionales y en normas legales que sean pertinentes al caso concreto, y que en tal
virtud los argumentos del órgano judicial no contradigan estas. Por su parte, la lógica
exige que las decisiones judiciales se encuentren estructuradas en un orden lógico, es
decir, que exista una debida coherencia entre las premisas que conforman una decisión,
las cuales deberán guardar relación con la decisión final del caso. Finalmente, la
comprensibilidad establece que las decisiones judiciales tienen que ser elaboradas en un
lenguaje claro y legible, que pueda ser asimilado efectivamente, no solo por las partes
procesales, sino también por toda lasociedad en general (...).8

Por tal motivo, debemos tomar en cuenta que toda sentencia o auto se
considerará debidamente motivado mientras cumpla con los tres criterios que se
deben verificar en relación a la garantía de la motivación, teniendo presente que
la falta de uno de ellos, acarreará la vulneración de la misma y
consecuentemente, del derecho al debido proceso.

Pues, la existencia de una motivación suficiente, en función de los aspectos
jurídicos que se susciten de acuerdo a las circunstancias de cada caso concreto,
representa una garantía sustancial para los derechos de los justiciables, toda vez
que la exteriorización de los rasgos más esenciales del razonamiento que llevaron
a los órganos judiciales a adoptar su decisión, permite apreciar el examen de las
razones contenidas en la resolución judicial.

a vez señaladas las consideraciones anteriores, la Corte Constitucional
procederá al análisis del caso sub judice, determinando si el auto impugnado
cumple con los criterios de motivación antes indicados.

s Corte Constitueional del Ecuador, Sentencia N.° 167-14-SEP-CC, caso N.° 1644-11-EP.
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Sobre la razonabilidad

Como se estableció anteriormente, uno de los elementos que debe contener una
decisión judicial para considerarse motivada, es el de la razonabilidad, el cual
consiste en que la resolución debe ser dictada en armonía a los preceptos
constitucionales y legales que integran nuestro ordenamiento jurídico y que sean
pertinentes al caso concreto.

La Corte Constitucional observa que en el caso bajo examen, el accionante
argumentó vulneración a la motivación porque no existió fundamento para emitir
una caución elevada al interponer la acción de nulidad de un laudo para que se
suspendan los efectos del mismo.

Al respecto, se constata que el Tribunal Arbitral de la Cámara de Comercio de
Quito señaló como fundamento en el auto impugnado el artículo 31 de la Ley de
Arbitraje y Mediación9, norma infraconstitucional que tiene relación con la
caución que deben rendir quienes interpongan acción de nulidad de un laudo
arbitral, con el fin de suspender sus efectos, norma que guarda concordancia con
la Constitución de la República del Ecuador en relación al derecho de poder
recurrir de los fallos como garantía del debido proceso establecida en el artículo
76 numeral 7 literal m de dicho cuerpo normativo.

Adicionalmente, el Tribunal mencionó que la determinación del valor de dicha
caución se encuentra justificada por los perjuicios que tal acción de nulidad
ocasionaría en perjuicio de TAGSA S. A., dada la falta de ejecución del laudo

9 Ley de Arbitraje y Mediación, articulo 31.- Cualquiera de las partes podrá intentar la acción de nulidad de un laudo arbitral,
cuando:

a) No se haya citado legalmente con la demanda y el juiciose ha seguido y terminado en rebeldía. Será preciso que la falta de
citación haya impedido que el demandado deduzca sus excepciones o hagavaler sus derechos y, además, queel demandado reclame
por tal omisión al tiempo de intervenir en la controversia;
b) No se haya notificado a una de las partes con las providencias del tribunal y este hecho impidao limite el derechode defensade
la parte;
c) Cuando no se hubiere convocado, no se hubiere notificado la convocatoria, o luego de convocada no se hubiere practicado las
pruebas, a pesar de la existencia de hechos que deban justificarse;
d) El laudo se refiera a cuestiones no sometidas al arbitraje o conceda más allá de lo reclamado; o,
e) Cuando se hayan violado los procedimientos previstospor esta Leyo por las partes para designar arbitroso constituirel tribunal
arbitral.

Del laudoarbitral podrá interponerse ante el arbitro o tribunal arbitral, acción de nulidad para ante el respectivo presidente de la
corte superiorde justicia, en el términode diez días contadodesde la fechaque éste se ejecutorió.Presentada la acciónde nulidad, el
arbitro o tribunal arbitral dentro del término de tres días, remitirán el proceso al presidente de la corte superior de justicia, quien
resolverá la acciónde nulidad dentrodel término de treinta días contados desde la fecha que avocó conocimiento de la causa. La
acciónde nulidad presentada fueradel términoseñalado,se tendrápor no interpuesta y no se la aceptaráa trámite.
Quien interponga la acción de nulidad, podrá solicitar al arbitro o tribunal arbitral que se suspenda la ejecución del laudo, rindiendo
caución suficiente sobrelosperjuicios estimados que lademora en la ejecución del laudopueda causara la otraparte.
El arbitro o tribunal arbitral, en el término de tres días, deberán fijar el monto de la caución, disponiendo la suspensión de la
ejecución del laudo.
1.acaución deberá constituirse dentro del término de tres días, contados a partir de esta notificación.
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arbitral y que además, se fijó tal valor sobre la base del análisis del tiempo que
tardaría la resolución de dicha acción de nulidad. De esta manera, la Corte
Constitucional advierte que el Tribunal Arbitral identificó la norma jurídica para
fundamentar la necesidad de rendir caución para que proceda la acción de
nulidad es el artículo 31 de la Ley de Mediación y Arbitraje.

Por lo cual, sin otra apreciación que requiera ser establecida, se puede evidenciar
que dicho auto guarda concordancia con el requisito de la razonabilidad ya que,
como quedó indicado, el Tribunal ha actuado en base a la normativa que les
otorga esta facultad respecto a la acción de nulidad, pues lo que se observa es que
la impugnación constitucional es realizada por EP Petroecuador, en cuanto al
valor fijado como caución por el Tribunal Arbitral, situación que excede la
competencia de la jurisdicción constitucional y sobre lo cual, la Corte
Constitucional no considera pertinente emitir algún pronunciamiento.

En virtud de lo señalado, la Corte Constitucional considera que los miembros del
Tribunal Arbitral de la Cámara de Comercio de Quito al emitir su auto, han
cumplido satisfactoriamente con el requisito de la razonabilidad.

Sobre la lógica

En cuanto al criterio de la lógica, esta Corte ha sostenido que este consiste en la
coherencia e interrelación que debe existir entre las premisas fácticas del caso
concreto, las cuales deben estar estrictamente ligadas a las normas que se aplican,
con la conclusión final, que forja como resultado la decisión judicial.

En razón de este segundo requisito, conviene observar aquella premisa que a
criterio de esta Corte Constitucional, contiene el argumento principal del
Tribunal Arbitral para establecer la caución, en los siguientes términos:

(...) del valor total del adeudo a la compañía TAGSA S.A que es US$ 974,798.14-Por
ello, y sobre la base de su atribución establecida en el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y
Mediación, este Tribunal ha estimado que los perjuicios que soportaría la compañía
TERMINAL AEROPORTUARIA DE GUAYAQUIL TAGSA S.A. por la demora en el
reintegro de valores adeudados corresponderían al costo financiero de dicho valor (...)
tomado la tasa de interés legal establecida por el Banco Central del Ecuador (...)
calculado sobre el valor de $974,798.14 sobre un período de 36 meses y no de 18
solamente. El período más amplio comprendería el estimado para resolver la acción de
nulidad (...) por cuanto se ha reiterado una práctica de interpone, contra las sentencias de
la Corte Superior, recursos de casación y, posteriormente, acciones de protección ante el
Tribunal Constitucional (...).

www.corteconstitucional.gob.ee
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Revisada tal premisa, se puede establecer que el Tribunal enunció como
antecedente la solicitud interpuesta por Petroecuador, de revocatoria de su auto
en el que estableció la cantidad de la caución, al respecto de lo cual señaló que se
fundamentó en el artículo 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación, según el cual se
debe determinar económicamente el perjuicio que afrontaría la persona
beneficiaría del laudo arbitral, por la no ejecución del mismo y resolvió ratificar
dicho auto, señalando que la determinación de la caución se realizó con
fundamento en lo adeudado a TAGSA S. A., y en base al interés de dieciocho
meses que presumiblemente se demora la resolución de una acción de nulidad,
conjuntamente con dieciocho meses adicionales la presunta interposición del
recurso de casación.

Por consiguiente, esta Corte Constitucional observa la existencia del nexo
argumentativo para determinar el monto de la cuantía en relación a la acción de
nulidad en tanto, la misma se enunció en los antecedentes y finalmente concluyó
que tal justificación se encuentra determinada en el artículo 31 de la Ley de
Mediación y Arbitraje, hecho que demuestra la construcción adecuada de los
argumentos con la conclusión del fallo y evidenciando, finalmente, el
cumplimiento del requisito de lógica en el presente test de motivación.

Sobre la comprensibilidad

Este requisito consiste en el empleo, por parte del juzgador, de un lenguaje claro
y pertinente que permita una correcta y completa comprensión de las ideas
contenidas en una determinada resolución judicial.

Con respecto al parámetro de la garantía de motivar las sentencias judiciales, esta
Corte ha señalado lo siguiente:

(...) El tercer requisito de la motivación, la comprensibilidad, desarrollado en el artículo 4
numeral 10 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional,
bajo el nombre de 'comprensión efectiva' entendida como la obligación de un juez para
redactar sus sentencias de forma clara, concreta, inteligible, asequible y sintética,
incluyendo las cuestiones de hecho y derecho planteadas y el razonamiento seguido para
tomar la decisión que adopte (...)1().

De este modo, se puede establecer que el auto en análisis se encuentra redactado
en un lenguaje diáfano y claro, al establecer las razones claras que sustentan el

10 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 017-14-SEP-CC, caso N.° 0401-13-EP
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cómputo y fijación del valor de la caución, acompañadas además del
correspondiente fundamento normativo.

Por lo expuesto, se concluye que el auto dictado el 5 de agosto de 2011, por el
Tribunal Arbitral de la Cámara de Comercio de Quito cumplió con el requisito de
la comprensibilidad.

Con todas las consideraciones hasta aquí señaladas, la Corte Constitucional
concluye que el auto dictado el 5 de agosto de 2011, por el Tribunal Arbitral de
la Cámara de Comercio de Quito ha superado satisfactoriamente el test de
motivación y por lo tanto, establece que el mismo no vulneró el derecho al
debido proceso en la garantía de la motivación contenido en el artículo 76
numeral 7 literal 1de la Constitución de la República.

2. El auto dictado el 5 de agosto de 2011, por los miembros del Tribunal
Arbitral de la Cámara de Comercio de Quito, ¿vulnera el derecho
constitucional a la seguridad jurídica establecido en el artículo 82 de la
Constitución de la República?

El derecho a la seguridad jurídica se encuentra establecido en el artículo 82 de la
Constitución de la República que establece, en relación al mismo que "(•••) se
fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas
previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes". Por lo
tanto, destaca el papel que tiene la Constitución como norma suprema,
asegurando a la vez la aplicación del ordenamiento jurídico vigente.

Esta Corte Constitucional en relación a la seguridad jurídica, ha señalado lo
siguiente:

(...) El artículo 82 de laConstitución de la República del Ecuador determina el derecho a
la seguridad jurídica el mismo que tiene relación con el cumplimiento de los mandatos
constitucionales, estableciéndose mediante aquel postulado una verdadera supremacía
material del contenido de la Carta Fundamental del Estado ecuatoriano. Para tener certeza
respecto a una aplicación normativa, acorde a la Constitución, se prevé que las normas
que formen parte del ordenamiento jurídico se encuentren determinadas previamente;
además, deben ser claras y públicas; solo de esta manera se logra conformar una certeza
de que la normativa existente en la legislación será aplicada cumpliendo ciertos
lincamientos que generan la confianza acerca del respeto de los derechos consagrados en
el texto constitucional (...)".

11 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 0016-13-SEP-CC, caso N.
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De esta forma, el Estado como ente regulador de las relaciones en la sociedad, no
solo establece los lincamientos y normas a seguir, sino que en un sentido más
amplio tiene la obligación de brindar "seguridad jurídica" al ejercer su poder
estatal. La citada garantía debe otorgarse por el Estado al individuo, para que su
integridad, bienes y derechos no sean transgredidos y si esto llegara a producirse,
le sean restaurados a través de la normativa constitucional y legal existente
aplicada por las autoridades competentes; en resumen, la seguridad jurídica es la
certeza que tiene el individuo de que su situación jurídica no será modificada más
que por procedimientos regulares y conductos establecidos previamente,
mediante el respeto a la Constitución y en la existencia de normas previas, claras,
públicas y aplicadas por autoridades competentes.

Al respecto, es preciso señalar que una de las formas de garantizar el derecho a la
seguridad jurídica y por ende, garantizar el cumplimiento de las normas y los
derechos de las partes es el principio de legalidad, así lo sostuvo la Corte
Constitucional, para el período de transición, en la sentencia N.° 015-10-SEP-CC
al manifestar que: "(...) Las Constituciones de nuestros países garantizan la
seguridad jurídica a través de algunas concreciones como: el principio de la
legalidad, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones
sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales (,..)".12

El citado principio se encuentra establecido en el artículo 226 de la Constitución
de la República, que prescribe: "Las instituciones del Estado, sus organismos,
dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en
virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades
que les sean atribuidas en la Constitución y la ley (...)".

En aplicación del mismo, esta Corte debe identificar en este punto, si el derecho
a la seguridad jurídica se transgredió por las autoridades jurisdiccionales, al
resolver las controversias sometidas a su conocimiento, siendo su obligación la
de observar la normativa vigente aplicable al caso concreto.

En este sentido, el accionante señaló que el auto del 5 de agosto de 2011, en el
cual, elTribunal Arbitral de la Cámara de Comercio de Quito ratificó y amplió su
fundamento sobre el monto de la caución establecida en el auto del 26 de julio de
2011, para poder suspender los efectos del laudo arbitral al interponerse la acción
de nulidad, vulneró el derecho a la seguridad jurídica, porque dicho Tribunal
Arbitral carecía de competencia en virtud de lo dispuesto en el artículo 190 de la

CorteConstitucional del Ecuador, sentenciaN.°015-10-SEP-CC, caso N.°0135-09-EP.
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Constitución de la República13, ya que el convenio arbitral no contaba con un
pronunciamiento favorable de la Procuraduría General del Estado para que
puedan las partes someterse a un arbitraje en derecho.

Con los antecedentes señalados, corresponde a esta Corte analizar si el Tribunal
Arbitral observó la normativa constitucional y en virtud de aquello, si gozaba de
competencia para dictar el auto del 5 de agosto de 2011, en el cual ratificó la
decisión que estableció el monto de la cuantía para suspender los efectos del
laudo arbitral, al interponerse acción de nulidad contra dicha decisión.

En primer lugar, es necesario manifestar que conforme consta de la
documentación anexa al expediente constitucional, las partes contratantes
(TAGSA y Petroecuador) suscribieron los contratos el 28 de noviembre de 2005;
para el efecto, a fin de garantizar el cumplimiento de la seguridad jurídica,
debieron observar las formas contractuales y normativa vigente a la fecha de su
suscripción. Asimismo, ha de tenerse en cuenta que la Constitución de la
República del Ecuador publicada en el Registro Oficial N.° 449 del 20 de octubre
de 2008, derogó a la Constitución Política de la República del Ecuador que se
publicó en el Registro Oficial N.° 01 del 11 de agosto de 1998. Ésta última
normativa constitucional estuvo vigente diez años, en general desde el año 1998
hasta el 2008, período en el cual, su aplicación y debida observancia se
manifestaba como el respeto a la seguridad jurídica.

En virtud de aquello, es necesario señalar que el artículo 19114 de dicha
Constitución Política contenía el reconocimiento del arbitraje como método de
solución de controversias, pero a diferencia de lo que prescribe la actual
Constitución, no establecía como regla constitucional que para solucionar casos
de arbitraje en los que participaban organismos del sector público, se debía
contar con el pronunciamiento favorable del procurador general del Estado. Por
ello, la realidad jurídica vigente a la fecha de suscripción del contrato referido, es
decir, el 28 de noviembre de 2005, se deduce entonces que la normativa

n Constitución dela República del Ecuador, articulo 190.- Sereconoce elarbitraje, lamediación yotros procedimientos alternativos
para la soluciónde conflictos. Estos procedimientos se aplicarán con sujeción a la ley, en materias en las que por su naturaleza se
pueda transigir.
in la contratación pública procederá el arbitraje en derecho, previo pronunciamiento favorable de la

Procuraduría General del Estado, conforme a las condiciones establecidas en la ley.
14 Constitución Política de la República del Ecuador. Publicada en registro oficial N.° 1 del 11 de agosto de 1998. Derogada.
Artículo 191.- El ejercicio de la potestad judicial corresponderá a los órganos de la Eunción Judicial. Se establecerá la unidad
jurisdiccional. Deacuerdo con la ley habrá juecesde paz,encargados de resolver en equidad conflictos individuales, comunitarios o
vecinales.

Se reconocerán el arbitraje, la mediación y otrosprocedimientos alternativos parala resolución de conflictos, consujeción a la ley.
Las autoridades de los pueblos indígenas ejercerán funciones de justicia, aplicando normas y procedimientos propios para la
solución de conflictos internos de conformidad con sus costumbres o derecho consuetudinario, siempre que no seancontrarios a la
Constitución y las leyes. 1.a ley hará compatiblesaquellas funciones con las del sistemajudicial nacional.
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constitucional aplicable era la Constitución Política de la República del Ecuador
de 1998.

Por tanto, se puede establecer que al observar la normativa constitucional de la
fecha en la cual se celebró el contrato, se garantizó el derecho de las partes a
tener certidumbre respecto de las reglas bajo las cuales adquirieron y adquieren
actualmente derechos y obligaciones, que en el caso en concreto, se derivan de
los contratos celebrados entre la compañía TAGSA y Petroecuador.

Dicho en otras palabras, si los contratos celebrados con la normativa
constitucional expedida en el año 1998, dejasen de respetar la vigencia de la
norma constitucional vigente a la fecha de su celebración y por decisiones
inmotivadas, empiezan a regirse por la normativa constitucional actual, que al
momento de su celebración aún ni se encontraba en proceso de formación es
decir, eran inexistentes; entonces sí se vulneraría de manera evidente el derecho a
la seguridad jurídica, ya que las partes estarían en incertidumbre jurídica respecto
de las verdaderas obligaciones y derechos que adquieren al celebrar cualquier
contrato.

En consecuencia, por las consideraciones expuestas, en razón de que el contrato
se efectuó con observancia de la normativa constitucional vigente en el momento
de su celebración, esta Corte concluye que no existe vulneración del derecho
constitucional a la seguridad jurídica, por parte del Tribunal Arbitral de la
Cámara de Comercio de Quito, al expedir el auto del 05 de agosto de 2011, pues
actuó en virtud de la competencia otorgada por el convenio bajo la normativa
constitucional de 1998.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional
expide la siguiente:

SENTENCIA

1. Declarar que no ha existido vulneración de derechos constitucionales.

2. Negar la acción extraordinaria de protección planteada.
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3. Notifíquese, publíquese y cúmplase.

ToPrado Chiriboga
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Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno
de la Corte Constitucional, con siete votos de las señoras juezas y señores jueces:
Antonio Gagliardo Loor, Marcelo Jaramillo Villa, María del Carmen Maldonado
Sánchez, Tatiana Ordeñana Sierra, Alfredo Ruiz Guzmán, Manuel Viteri Olvera
y Patricio Pazmiño Freiré,^in-CQntar con la presencia de las juezas Wendy
Molina Andrade yRuth Seni Pinoarg^te, en sesión del 19 de agosto del 2015. Lo
certifico.

PPC/mvv/n*b
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RAZÓN.- Siento por tal, que la sentencia que antecede fue suscrita por el Juez
Patricio Pazmiño Freiré, Presidente de la Corte Constitucional, el día viernes 04 de
septiembre del dos mil quince.- Lo certifico.

JPCH/LFJ
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RAZÓN.- Siento por tal que, en la ciudad de Quito, a los cuatro días del mes de
septiembre de dos mil quince, se notificó con copia certificada de la sentencia 270-15-
SEP-CC, de 19 de agosto de 2015, a los señores: Empresa Pública de Hidrocarburos Ep
Petroecuador, casilla constitucional 94; Procurador General del Estado, casilla
constitucional 18; gerente general de la Cía. Terminal Aeroportuaria de Guayaquil
TGSA casilla constitucional 471; Tribunal de Arbitraje de la Cámara de Comercio de
Quito mediante oficio 3802-CCE-SG-NOT-2015, conjuntamente con los procesos que
fueron remitidos a esta Corte; conforme constan de los documentos adjuntos.- Lo
certifico.-

JPCH/jd•<-
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Quito D. M., 04 de septiembre del 2015
Oficio 3802-CCE-SG-NOT-2015

Señores

TRIBUNAL DE ARBITRAJE DE LA CÁMARA DE COMERCIO DE QUITO
Ciudad.-

De mi consideración:

Para los fines legales pertinentes, adjunto copia certificada de la sentencia 270-15-SEP-CC,
de 19 de agosto de 2015, emitida dentro de la acción extraordinaria de protección 1945-11-
EP, presentada por: Empresa Pública de Hidrocarburos Ep Petroecuador. De igual manera
devuelvo el juicio arbitral 010-10, constante en 1.603 fojas en ffttepré cuerpos.

Atentamente,

zó Champrrrj
etario Genei al

adjunto: lo indicado
JPCH/jdn
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